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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de
LEY

 

ARTICULO 1.- Declárese de utilidad pública y sujeto a expropiación, los inmuebles ubicados en el Barrio "El Talita", localidad de González Catan, del partido de  La Matanza, designados catastralmente como Circunscripción V, Sección F, Chacra Quinta 17 Parcelas 1 y 3, inscriptos sus dominio en DH 11202/68 con relación al Folio 6055/59, respectivamente, a nombre de los herederos de la sucesión “PACIN, Manuel s/ Testamentaria” Juzgado Nacional Civil Nº 27 de Capital Federal,  Secretaría Nº 54, y/o de quien o quienes resulten ser sus legítimos propietarios.
 

ARTÍCULO 2.- Los inmuebles citados en el artículo anterior serán adjudicados en propiedad a título oneroso y por venta directa a sus actuales ocupantes con cargo de construcción de vivienda propia.

 

ARTICULO 3.- El Organismo de Aplicación de la presente Ley será determinado por el Poder Ejecutivo, el mismo tendrá a su cargo el contralor y la ejecutividad de las adjudicaciones, actuando como ente coordinador entre las distintas áreas administrativas provinciales y municipales, y colaborarán en conjunto con las mismas un plan general de desarrollo y vivienda de la zona.
 

ARTICULO 4.- Para el cumplimiento de la finalidad prevista, el Organismo de Aplicación tendrá a su cargo las siguientes funciones:

a)  Podrá delegar en la Municipalidad de La Matanza la realización de un censo integral de la población afectada, a fin de determinar mediante el procesamiento de datos recogidos, el estado ocupacional y socio-económico de los ocupantes.

b)  Gestionar ante el organismo que corresponda, la subdivisión en parcelas, de acuerdo con las ocupaciones existentes, exceptuándose para el caso de aplicación de las Leyes 6.253 y 6.254, y el Decreto-Ley 8.912/77 T.O. según Decreto 3.389/87.

c)  Transferir los lotes expropiados a los ocupantes que resulten adjudicatarios.

 

ARTÍCULO 5.- La adjudicación será de un lote por núcleo familiar y su dimensión garantizará condiciones mínimas ambientales y de habitabilidad.

 

ARTÍCULO 6.- El monto total a abonar por cada adjudicatario estará determinado por el costo expropiatorio. Los adjudicatarios abonarán cuotas mensuales que no podrán exceder el diez (10) por ciento de los ingresos del núcleo familiar. El plazo se convendrá entre el Estado y los adjudicatarios, no pudiendo ser inferior a diez (10) años, ni superior a veinticinco (25) años.

 

ARTICULO 7.- Las mejoras existentes en los inmuebles a expropiar, se presumen realizadas por los ocupantes.

 

ARTÍCULO 8.- Serán adjudicatarios de los lotes, aquellos ocupantes que reúnan los siguientes requisitos:

a) Acreditar una ocupación efectiva del inmueble, la cual no podrá ser inferior a dos (2) años.

b) No poseer, ninguno de los miembros del grupo familiar, inmuebles a su nombre, ni ser beneficiarios de otra vivienda bajo cualquier otro régimen.

 

ARTÍCULO 9.- Serán obligaciones de los adjudicatarios:

a) Destinar el inmueble a vivienda familiar.

b) Construir la vivienda propia sobre el terreno adjudicado en el plazo de cinco (5) años, a partir de la fecha de adjudicación, plazo que podrá ser ampliado por el Organismo de Aplicación en casos debidamente justificados.

c) No enajenar, arrendar, transferir o gravar total o parcialmente, ya sea a título oneroso o gratuito, el inmueble objeto de la venta, por un plazo de diez (10) años.

d) Cumplir con las obligaciones fiscales que graven el inmueble desde la fecha de adjudicación.

 La violación de lo establecido en los incisos a) y b) ocasionará:

1- La pérdida de todo derecho sobre el inmueble, con la reversión de su dominio a favor del Estado Provincial.

2- La prohibición de ser adjudicatario de otros inmuebles dentro del régimen de la presente Ley o normas similares.

 

ARTÍCULO 10.- Las adjudicaciones podrán ser rescindidas por el Organismo de Aplicación, por las siguientes causales:

a) Cuando lo solicite al adjudicatario.

b) Por el incumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Ley.

 

ARTÍCULO 11.- La Escritura Traslativa de Dominio a favor de los adjudicatarios, será otorgada por la Escribanía General de Gobierno, estando exenta del pago del impuesto al acto.

 

ARTICULO 12.- Exceptúese a la presente Ley de los alcances del artículo 47° de la Ley 5.708 (T.O 8.523/86) estableciéndose en cinco (5) años el plazo para considerar abandonada la expropiación respecto de los inmuebles consignados en el artículo 1° de la presente Ley, para el cumplimiento del destino expropiatorio.

 

ARTICULO 13.- Autorizase al Poder Ejecutivo para efectuar en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio vigente, las adecuaciones presupuestarias que resulten necesarias para el cumplimiento de la presente Ley.

 

ARTICULO 14.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

 

 

FUNDAMENTOS

Hace aproximadamente, dieciséis años, un grupo de familias comenzó a habitar aquellas parcelas, mejorando las condiciones de la tierra, a fin de construir sobre estos terrenos sus viviendas. En la actualidad habitan la zona muchas familias que se encuentran conformadas  por personas  adultas y menores.
Dichos grupos familiares se encontrarían organizados con sus respectivos loteos y adjudicaciones precarias. Se constituyen de forma tal de que cada uno de los y las habitantes del predio posea un sitio acorde para el desarrollo de su vida familiar. Es dable destacar el interés de los vecinos del lugar de querer planificar y regular urbanísticamente de la zona habitada.
Los integrantes de las familias señaladas habían quedado en situación de calle, viéndose obligadas a ocupar esas tierras en virtud de la vulnerable situación habitacional y socio-económica que padecían en aquel entonces. Dicha situación de emergencia habitacional traía consigo varios peligros inminentes.  Ello obligó a construir sus viviendas precarias en el barrio llamado “El Talita” con el objeto de resguardarse de los riesgos y peligros que implica encontrarse en tan precaria situación.

La jerarquía de bienes en conflicto plantea una situación donde la ocupación de determinado inmueble obedece a la necesidad de satisfacer el derecho a la vivienda frente al derecho de la propiedad privada de un individuo.

El inmueble que se pretende expropiar a través del presente proyecto es un terreno sin valor comercial apreciable, ya que es una zona inundable e improductiva.

El mismo por la desidia del propietario estaba en condiciones deplorables siendo restaurado por los hoy ocupantes.
 Nuestra provincia muestra una realidad lacerante donde las apremiantes desigualdades de ingreso y oportunidades han conducido al incremento en la cantidad de personas sin vivienda adecuada y segura.
 

En el ámbito nacional el derecho a la vivienda digna se encuentra consagrado en el  artículo 14 bis de nuestra Constitución Nacional, así como en los distintos tratados de derechos humanos que forman parte de ella en virtud de su Art. 75 Inc. 22. En el orden local, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires lo regula en el Art. 36 inciso 7.

Este derecho se ha expresado con distintas fórmulas en numerosos instrumentos internacionales, con jerarquía constitucional
.

En sentido concordante, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido  que "el Estado no sólo debe abstenerse de interferir en el ejercicio de los derechos individuales sino que tiene además, el deber de realizar prestaciones positivas, de manera tal que el ejercicio de aquéllos no se torne ilusorio".
En este sentido, la consagración de la vivienda como un derecho se inscribe en un escenario internacional (el derecho internacional de los derechos humanos) que despoja la vivienda de su calidad de simple demanda moral supeditada a la buena y filantrópica voluntad de los poderes públicos, para consagrarla, desde la lógica del derecho, como un mandato vinculante que genera obligaciones jurídicas para los Estados.

El Estado deberá ponderar la situación de todas las personas frente a los desalojos forzosos, como parte del compromiso asumido por nuestro país con el derecho que emerge de las convenciones internacionales de derechos humanos que se han firmado e integrado al plexo constitucional
. 
El art. 11, inc. 1 del Pacto Internacional sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ( en adelante PIDESC), establece que “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y  vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento”.

A su vez, el art. 2 inciso 1 del mismo PIDESC señala que “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.” (Lo resaltado nos pertenece).
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
 se ha expedido respecto del derecho a una Vivienda Adecuada, conceptuándola en su Observación General Nº 4, punto 7, en el sentido de que “Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros derechos humanos y a los principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así pues, "la dignidad inherente a la persona humana", de la que se dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término "vivienda" se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada. ”.
Posteriormente, en su Observación General Nº 7 sobre Desalojos Forzosos, el Comité  sostuvo que “Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que se proporcione otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda” (Observación Nº 7). 

Ante esta situación de inminente desalojo, y a fin de garantizar el ejercicio del derecho de acceso a una vivienda digna de estas familias; es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de Ley. 

� Para un análisis particularizado respecto a los problemas estructurales de vivienda en la provincia de Buenos Aires, véase “El derecho a la vivienda en la Argentina. Desafíos para la promoción del derecho a la vivienda y a la tierra en argentina”, Centre on Housing Rights and Evictions, 2005, Buenos Aires, págs10/65.


� La Declaración Universal de los Derechos del Hombre en su Art.253; en el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales  en su Art. 114 ; en la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial en su Art. 5 inc. e5; en la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en su Art. 14, inc. 2 h6; en la Convención de los Derechos del Niño en su Art. 277 y en el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales.





� PIERINI, Alicia, Pedido de declaración, 17-6-07, Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


� El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) es el órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por sus Estados Partes. El Comité se estableció en virtud de la resolución 1985/17, de 28 de mayo de 1985, del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) para desempeñar las funciones de supervisión asignadas a este Consejo en la parte IV del Pacto. Entre sus funciones está la de emitir Observaciones Generales, respecto el contenido y alcance de los derecho y obligaciones emergentes del Pacto. Sobre su fuerza vinculatoria, véase por ejemplo CSJN “ Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social - Secretaría de Programas de Salud y Banco de Drogas Neoplásicas s/ Recurso de Hecho” o “ Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ accidentes ley 9688” (327:3753), al respecto la CSJN sostuvo que “En este orden de ideas, cuadra poner de relieve la actividad del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por cuanto constituye el intérprete autorizado del PIDESC en el plano internacional y actúa, bueno es acentuarlo, en las condiciones de vigencia de éste, por recordar los términos del art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional”
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